BOLETÍN N° 697-13
INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, en segundo trámite constitucio​nal, recaído en el proyecto de ley que modifica la ley N° 19.129, sobre subsidio a la industria del carbón.
Honorable Senado:
Vuestra Comisión de Trabajo y
Previsión Social, tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que ha sido calificado de "suma urgencia" en todos sus trámites constitucionales.
Concurrieron a las sesiones en
que la Comisión estudió este proyecto, además de sus integrantes, los HH. Senadores señores Eugenio Cantuarias Larrondo, Arturo Frei Bolívar y Mariano Ruiz-Esquide Jara.
Asistieron también, especial​mente invitados, el señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, don Jaime Tohá; el señor Subsecretario de Previsión Social, don Luis Orlandini; el señor Presidente de la Empresa Nacional del Carbón y Presidente de la Agencia de Reestructuración Sectorial de la Zona del Carbón, don Italo Zunino; el señor Director Ejecutivo de dicha Agencia, don Carlos Cruz; el señor Gerente General de la Empresa Nacional del Carbón, don Juan Hugo Zapata; la señora Jefa del Área
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del Carbón de la Comisión Nacional de Energía y Consejera de la Agencia de Reestructuración Sectorial de la Zona del Carbón, doña María Isabel González; el señor asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, don David Bravo; el señor Presidente del Sindicato N° 1 Enacar-Lota, don Jaime Ramírez, y otros dirigentes; el señor Presidente del Sindicato Unificado Enacar-Lota, don Vicente Gutiérrez, y su Secretario don Eudualdo Sánchez; el señor Presidente del Sindicato N° 2 Carbonífera Schawger, don Sergio Grandón; el señor Presidente del Sindicato N° 7 Enacar-Lota, don Luis Neira y su Secretario, don Matías Arredondo; el señor Presidente del Sindicato N° 6 Enacar-Lota, don José Carrillo y otros dirigentes; el señor Presidente del Sindicato N° 5 Enacar-Lota, don José Rodríguez y su Tesorero, don Hermógenes Roca; y el señor Presidente del Sindicato N° 1 Trongol Norte Enacar, don Mario Carrillo.
Dejamos  constancia  que  el
número 6, letra c) del artículo 1o es una norma de rango orgánico constitucional, toda vez que modifica el inciso final del artículo 10 de la actual ley N° 19.129, el cual fue aprobado con esa calidad, por incidir en la ley orgánica constitucional de la Contraloría General de la República. Todo ello, al tenor de los artículos 87 y 88 de la Constitución Política, en relación con el artículo 63, inciso segundo, del mismo texto.
Por otra parte, los números 8, 9, 10, 12 y 13 del artículo 1o y el articulo 2o de esta
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iniciativa son normas de quórum calificado, por cuanto regulan el ejercicio del derecho a la seguridad social, en la forma prevista en los artículos 19, N° 18 y 63, inciso tercero, de la Carta Fundamental.
ANTECEDENTES
1.-     La  ley  N°   19.129,
publicada en el Diario Oficial de 24 de febrero del año en curso.
Dicho  cuerpo  legal  regula,
fundamentalmente, tres órdenes de materias. Una, dirigida a las empresas que exploten y vendan o procesen y vendan carbón a consumidores finales, consistente en un subsidio fiscal, destinado a la readecuación de la industria del carbón.
Las otras dos  -incompatibles
entre sí y cuya duración está condicionada al plazo de vigencia del subsidio-, benefician a los trabajadores de la industria del carbón que se hayan desempeñado en alguna empresa carbonífera al 10 de septiembre de 1991 y que dejen de prestar servicios. Consisten en su participación en programas de reconversión laboral, y en una indemnización compensatoria mensual, de cargo fiscal.
2.-  El decreto supremo N° 33,
del Ministerio de Minería, de 1992, publicado el 31 de marzo recién pasado, reglamenta la ley N° 19.129.
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3.- El Acuerdo N° 1.588, de 28
de enero de 1992, del Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción, que creó un Comité de la Corporación -en conformidad en el artículo 7o del decreto con fuerza de ley N° 211, de 1960-, con el nombre de Agencia de Reestructuración Sectorial de la Zona del Carbón, con sede en la ciudad de Concepción.
4.-  La Resolución N° 153, de
13 de marzo de 1992, del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento y Reconstrucción, que -en cumplimiento del Acuerdo N° 1.588-, aprueba el Reglamento del Comité "Agencia de Reestructuración Sectorial de la Zona del Carbón".
A dicho Comité se le delegó el
conocimiento y resolución, entre otros asuntos, de la elaboración de un programa de trabajo y la determinación de los recursos humanos y materiales necesarios para la implementación del Plan de Reestructuración Sectorial de la Zona del Carbón; la coordinación de las acciones del sector público y privado encaminadas a la ejecución de ese plan, y la proposición a la autoridad respectiva de las fuentes de financiamiento destinado a llevarlo adelante.
El Comité está integrado por
dieciséis miembros, de los cuales siete pertenecen al sector público y nueve al sector privado. Es presidido por el representante del Intendente de la VII Región, y cuenta con un Director Ejecutivo, elegido por el Consejo de la Corporación de Fomento de la Producción, a propuesta del Comité.
La  duración  prevista  del Comité es de cinco años, a contar de la fecha en que la
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Contraloría General de la República tomó razón de la Resolución, hecho que se produjo el 16 de marzo de 1992. Sin embargo, podrá ser disuelto anticipadamente, en caso de que cumpla su finalidad con anterioridad al vencimiento de ese plazo.
5.-  El Acuerdo suscrito entre
el Gobierno y los trabajadores del carbón, en Santiago, el 26 de junio de 1992.
Los firmantes de ese documento
dejaron expresa constancia que, con el propósito de introducir medidas que complementen y mejoren el proyecto de ley de fecha 18 de mayo de 1992, que modifica la ley N° 19.129, convinieron, respecto de las materias que se indican, lo siguiente:
“1. - Programas de Reconversión Laboral de la ley N° 19.129.
Las     partes     reconocen
positivamente el mejoramiento que representa el proyecto que modifica la ley N° 19.129, en orden a aumentar en 12 ingresos mínimos adicionales el gasto máximo del programa, para ser destinados a una segunda etapa en lo que respecta a gastos de traslado, entrenamiento e implementos y herramientas de trabajo.
Se    concuerda    que    los
pirquineros del carbón (incluidos los que se dediquen a la recuperación artesanal de carbón) que al 10 de septiembre de 1991 se desempeñaban como tales, podrán optar a los programas de reconversión laboral en los mismos términos señalados en la ley N° 19.129.
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Se conviene en aumentar de 600
a 1.000 el número de cupos anuales para acceder a los programas de reconversión laboral establecidos en la ley N° 19.129. Sin perjuicio de lo anterior, el Gobierno se compromete a revisar el referido número de cupos anuales en la medida que la situación laboral de la industria del carbón amerite el aumento de los referidos cupos.
2.-  Bono de reconocimiento
Se     acuerda     que     los
trabajadores de la industria del carbón que hayan sido imponentes de regímenes previsionales a que se refiere el artículo 1o del D.L. N° 3.501, de 1980, y que hubieren podido pensionarse en el Instituto de Normalización Previsional, de permanecer afectos a éste, invocando el desempeño de trabajos pesados, con edades inferiores a los 60 o 65 años de edad, según si se tratare de mujeres u hombres respectivamente, tendrán derecho a que su bono de reconocimiento se deposite en la cuenta de AFP del trabajador a contar de la fecha en que cumplan la edad correspondiente, sea que soliciten o no en esa fecha la respectiva pensión anticipada.
Se  deja  constancia  de  la
voluntad de las partes de que este régimen de abono por trabajos pesados se haga extensivo también a estos trabajadores que hubieren desempeñado trabajos calificados como pesados de acuerdo al régimen de la ley N° 10.383, no obstante haber estado afiliados a la Ex-Caja de Empleados Particulares.
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3.-  Subsidio al carbón.
Se  conviene  en  mantener  el
plazo de 3 años, contado desde la fecha de entrada en vigencia de la ley N° 19.129, del subsidio compensatorio en favor de la industria del carbón contemplado en los artículos 1o al 8o de la citada ley. Asimismo, se concuerda en mantener el monto decreciente de dicho subsidio.
4.-  Monto mínimo de la indemnización compensatoria.
Se conviene en establecer que
el monto de la indemnización compensatoria a que se refiere el artículo 11° de la ley N° 19.129 deberá ser, a lo menos, equivalente al valor líquido de una pensión mínima de vejez del artículo 26° de la ley N° 15.386.
5.-  Monto de la indemnización compensatoria
Se concuerda en modificar el
artículo 11° de la ley N° 19.129 estableciendo que el monto mensual de la indemnización compensatoria allí establecida será de 75% del promedio de las remuneraciones líquidas percibidas en los 12 meses calendario anteriores al 10 de septiembre de 1991, debiendo actualizarse previamente cada una de ellas conforme a la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor entre el mes en que se devengaron y el mes anterior al del término del contrato.
Se  conviene,  asimismo,  que
para estos efectos, las cotizaciones previsionales y de salud sobre el monto de la indemnización antes referido, serán de cargo fiscal, para lo cual deberá
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adicionarse a la indemnización compensatoria la suma necesaria para financiar estas cotizaciones.
Para   estos   efectos,    se
entenderá como remuneración líquida, la remuneración imponible para los efectos de la previsión social, menos las cotizaciones para previsión de cargo del trabajador incluida la cotización para salud.
6. - Requisito de trabajos pesados en actividades mineras subterráneas para efectos de la indemnización compensatoria
Se  conviene  en  mantener  el
requisito de 25 o más años de trabajos pesados en minas subterráneas a que se refiere el artículo 11° de la ley N° 19.129. Sin perjuicio de ello, se conviene que todo trabajador que al 10 de septiembre de 1991 hubiere estado prestando servicios en cualquiera empresa carbonífera del país, cuyo contrato termine por cualquiera causa con anterioridad al 1o de diciembre de 1992, y que haya cumplido 18 o más años de trabajos pesados en minas subterráneas, tendrá derecho a la indemnización establecida en el artículo 11° de la ley N° 19.129, siempre que la solicite antes del 1o de enero de 1993 y que se cumpla con los demás requisitos exigidos por la referida ley, quedando afectos a las normas que rigen dicho beneficio.
7.- Se ha concordado que los beneficios aquí propuestos constituyen el esfuerzo financiero máximo que el Estado de Chile está en condiciones de hacer para enfrentar la situación de la industria nacional del carbón y sus trabajadores.".
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Suscribieron    el    referido
documento el representante del Gobierno, don Italo Zunino Muratori, y los representantes del Sindicato 1 Colico-Trongol Enacar, Sindicato 2 Colico-Trongol Enacar, Sindicato 1 Trongol Norte Enacar, Sindicato 5 Enacar-Lota, Sindicato 1 Enacar-Lota, Sindicato 7 Enacar-Lota, Sindicato 6 Enacar-Lota, Sindicato Unificado Enacar-Lota, Sindicato 1 Carbonífera Schwager S.A., Sindicato 2 Carbonífera Schwager S.A., y los Presidentes de la Confederación Minera de Chile, de la Coordinadora de los sindicatos de la Pequeña y Mediana Minería Privada del Carbón, y del Sindicato de Trabajadores Recuperadores de Carbón de Maule-VIII Región.
DISCUSIÓN GENERAL
En el Mensaje con que S.E. el
Presidente de la República inicia este proyecto de ley, hace presente la necesidad de introducir modificaciones a la ley N° 19.129, sobre subsidio en la industria del carbón, basado en los estudios que se han efectuado para la puesta en práctica de las disposiciones de esa ley, como también la profundidad de la crisis que afecta a esa industria en la VIII Región, junto con la preocupación planteada al respecto por diferentes sectores sociales.
Dichas enmiendas -agrega-buscan atenuar los efectos sociales que la prolongada crisis ha creado en la Región, para lo cual se amplían
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los beneficios otorgados a los trabajadores que acceden a la indemnización compensatoria y los que se refieren a los programas de reconversión laboral.
Asimismo,  con  el  objeto  de
precisar el alcance y sentido de las disposiciones de la referida ley N° 19.129, se introducen ajustes técnicos para facilitar su aplicación, modificaciones a las cuales se les concede efecto retroactivo, estableciendo como fecha para su entrada en vigencia la misma de la citada ley, es decir, el 24 de febrero del año en curso.
Termina efectuando una reseña de las normas contenidas en el proyecto.
El señor Ministro Presidente
de la Comisión Nacional de Energía, don Jaime Tohá, manifestó que, si bien este proyecto se relaciona casi enteramente con materias laborales y previsionales, era importante colocarlo en el contexto general del problema del carbón y, en ese sentido, expuso los criterios generales del Gobierno sobre este tema.
Los efectos de la crisis del
carbón, a su juicio, constituyen tal vez el problema de carácter social más severo que el país ha debido enfrentar en este período, y con una perspectiva de continuar latente en los próximos años, según cual sea la conducta que, como Gobierno y como país, sigamos para enfrentarlo.
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A este respecto;  subrayó  la
decisión adoptada por el Gobierno de abordar este problema con gran realismo, con independencia de que en él están encerradas materias que son dolorosas y delicadas, en que no es fácil adoptar resoluciones que apunten directamente a las causas que lo suscitaron.
Esta es una crisis estructural
de la industria del carbón, motivada principalmente en costos de producción que son incompatibles, en su estado actual, con lo que es la economía de este producto tanto en el contexto internacional como en el nacional, en comparación con la situación productiva de otras zonas del país.
El  Gobierno  ha  llegado  al
convencimiento que esta crisis -de no tomarse las medidas que se están proponiendo, u otras que en un sentido similar- lejos de irse aminorando, se irá profundizando, por razones que escapan a la voluntad, conocimiento y experiencia empresarial y laboral, puesto que dependen de las condiciones naturales de los yacimientos. Se tiende a que cada año los costos de producción sean mayores, debido a la disminución del espesor o potencia de los mantos, a la creciente lejanía de los frentes, -y por tanto, al menor número de horas de trabajo efectivo-, y a los tropiezos encontrados en el esfuerzo de mecanización hecho en el pasado, a causa de las condiciones geológicas, lo que ha frustrado las expectativas de aumento de productividad.
Luego  de  un  análisis  muy
profundo, el Gobierno tomó la decisión de excluir medidas orientadas a transferir los costos de este problema a sectores ajenos al carbón mismo, como las
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proposiciones que se estudiaron de exigir a las empresas estatales consumir carbón de la VIII Región, o de definir niveles mínimos de producción termoeléctricas. Se concluyó que ese tipo de medidas sólo significarían mediatizar el problema, y que el criterio realista, constructivo, aunque difícil, era focalizarlo en su mismo origen, esto es, en las condiciones de producción del carbón en la VIII Región.
De   ahí   nacieron   algunas
políticas generales, las que básicamente consistían en impulsar una drástica readecuación de los centros productivos. Es decir, transmitir a las empresas estatales, e indirectamente a las privadas, que la única manera de hacer frente a la situación era realizar una profunda reestructuración, tendiente a conseguir en el mediano plazo niveles de productividad y de costos, que las hicieran autosuficientes desde el punto de vista económico.
El Gobierno, con el apoyo muy
importante de todos los sectores involucrados, y desde luego del Parlamento, ha propuesto y ha adoptado medidas que constituyen avances significativos en el camino de obtener un profundo proceso de reconversión productiva en la zona.
La primera iniciativa fue la
aprobación de la ley N° 19.129, que está permitiendo en este momento que, mediante la vía de un subsidio a la comercialización del carbón, -que es una medida de orden transitorio y decreciente, que se planteó siempre como paliativa- se produzca durante de tres años un ambiente empresarial que evite un colapso en las empresas y les ofrezca tiempo suficiente para que sus
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planes de readecuación se puedan llevar adelante dentro de un ambiente de tranquilidad.
Al  mismo   tiempo,   la   ley
establece un viejo anhelo de los trabajadores del carbón cual era tener acceso a posibilidades previsionales de retiro a los veinticinco años de trabajos subterráneos. Además, modifica los preceptos normales de funcionamiento del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo y autoriza medidas extraordinarias -en cuanto a sus características y a los montos involucrados- para la realización de programas de capacitación; el subsidio al empleo por parte de empresas privadas que contrataran a trabajadores provenientes del carbón; la instalación de ex mineros del carbón por cuenta propia, cuando así lo estimen oportuno y presenten los proyectos respectivos, y la posibilidad de financiar el traslado de trabajadores y sus familias a otros lugares distintos de la Región cuando tengan oportunidades comprobadas de empleo.
Simultáneamente     con     la
aplicación de estas medidas, se tomó la decisión de focalizar la inversión pública en la zona del carbón, sobre todo en el sector de obras públicas. Esto significará la inversión el próximo año de 17 mil millones de pesos, tanto en obras ya empezadas, otras que se han vuelto a priorizar, como en nuevas obras.
También el Ejecutivo llegó a
la conclusión que la profundidad de esta crisis justificaba la constitución de un organismo gubernamental específicamente creado para coordinar, junto al sector privado, los esfuerzos encaminados a hacer factible el proceso de reconversión productiva,
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por la vía de facilitar las inversiones productivas en la zona. Este organismo, que recibió el nombre de Agencia de Reestructuración Sectorial de la Zona del Carbón, tiene un Consejo Directivo en el cual participan representantes del Gobierno, del sector empresarial y de ámbito laboral.
Las medidas contempladas en la
ley han operado con bastante éxito en estos primeros meses de aplicación. Lo prueba el hecho de que las empresas beneficiadas con el subsidio han estado funcionando con normalidad -excepto los casos de Enacar y Carvile- produciendo tranquilidad económica y social en la zona, incluso en Curanilahue, que era el sector más crítico. Siete empresas de esa Región han recibido subsidios por un monto ascendente a 941 millones de pesos, en el período marzo a junio, y una de las modificaciones que se contempla en el proyecto permitirá, incluso, sin aumentar el gasto público, beneficiar a algunas empresas de Curanilahue que no están recibiendo directamente el subsidio, sino que se favorecen de manera indirecta, a través de sus ventas a Enacar.
En cuanto a los programas de
reconversión laboral, dada su novedad y complejidad, la cifra de 320 ex mineros que ya se han acogido a los distintos mecanismos es promisoria, sobre todo si se considera que había problemas no sólo cuantitativos sino que cualitativos, relacionados con la credibilidad del proceso. Estos ex mineros se han incorporado a diversas actividades -en el sector forestal, como tripulantes pesqueros, operadores de plantas pesqueras, en mantención de motores, soldadores especializados-, demostrando con ello el buen diseño de este sistema, ya que  no  solamente  se  ha  dado  capacitación  a  los
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trabajadores, sino que esos recursos han sido identificados previamente en coordinación con el sector productivo, de forma que los alumnos tienen una posibilidad de trabajo cierta.
En lo que respecta al trabajo
de la Agencia de Reestructuración Sectorial, la cual sólo se estableció recientemente, el Gobierno está optimista respecto de las ideas y de algunos pasos concretos que están en curso. Por ejemplo, para 1992, se ha repuesto con una nueva prioridad proyectos tales como el "by pass" de Coronel, que significará una inversión de 1.670 millones de pesos, el camino de Peleco a Contulmo que implica más de 1 000 millones de pesos, y otro conjunto de proyectos que involucrar, más de 6.200 millones de pesos. Para 1993, están previstos trabajos importantes, como el camino Ramadilla-Tres Pinos, por 1.990 millones de pesos, la pavimentación del camino Piduco a Antiquina, ascendente a 1.230 millones de pesos, y diversos otros, por un valor en total de 7.164 millones de pesos.
Están en un grado muy avanzado
decisiones sobre obras portuarias, como la construcción del muelle artesanal de Lebu, vieja aspiración de la zona, que significará una inversión de 2.000 millones de pesos, y la habilitación de un conjunto de caletas pesqueras por un total de 626 millones de pesos, lo cual totaliza los 17 mil millones de pesos antes señalados.
También  en  el  contexto  de
aumentar la productividad y disminuir los costos, es importante la disminución- de una manera dolorosa, pero no traumática- de la dotación general de trabajadores
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del carbón desde alrededor de 14.000 personas a 10.800, en el curso de un año.

Ahora  bien,  el  sistema  de

indemnización compensatoria no funcionó de la forma esperada, debido a diversas causas: los montos necesitaban ser ajustados; no se establecían plazos para acceder a este beneficio, lo que significaba que los trabajadores tenderían a esperar hasta el término de estos tres años, sin lograrse el objetivo de producir una disminución importante en los primeros meses de aplicación de la ley, y el mecanismo de cálculo, que pretendía asegurar que los trabajadores obtuvieran el 55% de su renta bruta, adolecía de problemas técnicos que impedían que ello fuera efectivo.

La   situación   que   se   ha

descrito, y el agravamiento de los problemas de Enacar -que significó que sus costos operacionales aumentaran un 50% respecto del año pasado-, llevó al Gobierno a proponer la iniciativa legal en estudio, que tiene dos temas principales:

1.-       La    indemnización compensatoria.

a)
Se  pretende  elevar  el monto de la indemnización,  desde un 55% sobre las rentas  brutas  a  un  75%  de  las  rentas  líquidas imponibles,  lo que significa un aumento considerable del beneficio para los trabajadores y a la vez del esfuerzo público, en cuanto a los montos involucrados.

b)
Se  aumenta  también  el número de beneficiarios,  por la vía de rebajar la
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exigencia de años de trabajo subterráneo, de 25 años a 18 años.
Esta medida dio lugar en el
seno del Gobierno a un muy detenido análisis, especialmente por los precedentes que podía significar para otros sectores. Sin embargo, debido a la gravedad del problema, se tomó la decisión de optar por este camino aún sabiendo lo complejo de establecer en un cuerpo legal un beneficio tan extraordinario, no sólo en cuanto a su monto, sino que en cuanto a los requisitos para acceder a él.
Esos   requisitos   se   deben
cumplir al 30 de noviembre del año en curso, y las personas que deseen acogerse a la indemnización lo deben manifestar antes del 1o de enero de 1993. Son 1.960 trabajadores los que están en condiciones de optar por este beneficio, esto es, 760 más que los contemplados de acuerdo al texto vigente de la ley.
El costo de este beneficio es
alto, lo que produjo en la H. Cámara de Diputados un debate bastante agitado por cuanto algunos parlamentarios estimaron que era un esfuerzo excesivo en atención a la cantidad de trabajadores involucrados. Sin embargo, el Gobierno cree que es plenamente justificado, aunque ha llegado también al convencimiento que es el esfuerzo máximo que se puede realizar.
2.-      Los   programas   de reconversión laboral.
a)    El  proyecto  amplía  la definición  del  término  "pirquinero",  dado  que  la
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definición actual no incluye a los recuperadores
de
carbón,  sector  que  no  es  muy  numeroso  pero
si
significativo, ya que es el que realiza su trabajo
en
las condiciones más precarias.
b)  Se aumenta hasta en otros
doce ingresos mínimos el límite ya contemplado en la ley para gastos de traslado, subsidios a un nuevo empleador y adquisición de nuevas herramientas, ampliándose en consecuencia la cobertura.
En relación con las empresas
del Estado, estas medidas pretenden que, potencialmente, se trabaje en el futuro con una dotación de 3.000 personas, en comparación con las 6.000 que actualmente se desenvuelven en ellas. Ello será posible a través de mecanismos acumulativos, como son la indemnización compensatoria y los acuerdos privados con los sindicatos, en el sentido de establecer condiciones especiales que permitan el retiro de los trabajadores en mejores condiciones. La cifra de 3.000 trabajadores es la que han señalado las propias empresas, sobre la base de sus planes de readecuación.
El  Gobierno  espera, que  las
medidas propuestas signifiquen una disminución importante en los costos de producción, que asegure que las empresas puedan continuar trabajando a costos conciliables con el mercado del carbón a nivel nacional e internacional. Hoy día los costos están en US$ 85 por tonelada, sin considerar los de índole financiero -caso en el cual se llega a US$ 111-, y, de acuerdo al grado de profundidad a que llegue cada una de las empresas en su proceso de readecuación, podrían situarse en el rango de US$ 60 a US$ 70 por tonelada.










 19.-Las estimaciones del Gobierno -no de las empresas-, indican que maximizando los mecanismos de racionalización al interior de las minas podría llegarse, incluso, a un valor levemente inferior a los US$ 60 por tonelada.
Un  costo  de  producción  de
entre US$ 60 y US$ 65 permite que las empresas compitan en los mercados que, a nuestro juicio, deben constituir su vocación de futuro, que son fundamentalmente los mercados regionales. El carbón importado colocado en Ventanas tiene otro costo puesto en la empresa que lo utiliza, y en estos momentos Enacar está vendiendo en alrededor de US$ 65 la tonelada en los mercados ce la Región.
El  señor  Subsecretario  de
Previsión Social, don Luis Orlandini Molina, expresó que el tema que se relaciona con la seguridad social es fundamentalmente el relativo a la indemnización compensatoria, regida por el artículo 11 de la ley N° 19.129.
Esta  indemnización  tiene  el
propósito de establecer un "puente" entre el momento en que el trabajador cesa en funciones y el momento en que va a tener derecho a pensionarse. Es una solución transaccional entre la aspiración de los trabajadores de jubilar por trabajos pesados a los 25 años de servicios y la negativa que en su oportunidad le dio










 20.-S.E. el Presidente de la República, porque ello habría significado instaurar para los trabajadores del carbón un régimen especial de jubilación por trabajos pesados que no se compadece con las políticas de seguridad social del Gobierno. Se optó entonces por este beneficio, que no es una pensión de jubilación, sino que es una indemnización, la que igual pudo haber sido a suma alzada, pero como se busca que cumpla un rol tutelar en beneficio del trabajador, se le asegura como prestación periódica, regulada en función de parámetros elegidos de manera que se parezca a la pensión.
En  esta  ley,  se  acogió  el
deseo de los trabajadores del carbón de que los beneficios de abono por trabajos pesados -que actualmente sólo están contemplados para los trabajadores afectos a la ley N° 10.383, del ex Servicio de Seguro Social- se extendieran también a los trabajadores que laboran al interior de las minas, pero tienen el carácter de empleados particulares y están sujetos a otros regímenes previsionales.
Se  establece  también  que,
sobre la indemnización compensatoria, deben efectuarse cotizaciones con el objeto de mantener para el trabajador que la percibe la cobertura de la legislación de seguridad social. Para tales efectos, el Estado proporciona al trabajador las sumas necesarias para financiar estas cotizaciones en el fondo de pensiones, tratándose de trabajadores afiliados al nuevo sistema previsional.
Los propósitos del Ejecutivo
con el proyecto son, por una parte, corregir una situación que perjudica las expectativas de los trabajadores.  La indemnización, como ya se dijo, es un










 21.-puente desde el momento en que dejan de trabajar y aquel en que se pensionen; pero, en este lapso, no pueden incrementar sus períodos de afiliación para mejorar su pensión, en caso de estar afiliados a alguno de los regímenes antiguos. No así en el sistema nuevo, porque es un sistema de capitalización individual y el trabajador seguirá pagando sus cotizaciones. El proyecto, al efecto, señala que para los efectos de su pensión, se computará el tiempo desde que se devengó la indemnización compensatoria. Así, les servirá para cumplir los requisitos que la legislación exige, y además para que se les considere en la determinación del monto de la pensión.
Un segundo aspecto importante
que se contiene en la iniciativa, como consecuencia de las negociaciones habidas entre el Ejecutivo y los sindicatos, es la extensión de la indemnización para los trabajadores con 18 años de trabajos pesados en actividades mineras subterráneas.
Recordó, a propósito de esas
negociaciones, que el representante del Gobierno, señor Zunino, advirtió a los representantes de los trabajadores que habría personas que cumplirían los 18 años después del 30 de noviembre venidero -fecha límite de este beneficio-, y los señores dirigentes respondieron que lo asumían, porque eso pasa siempre con los plazos.
Añadió que, una vez redactadas
las indicaciones que el Gobierno presentaría al proyecto en estudio en la H. Cámara de Diputados, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social le encomendó  que  se  las  explicara  a  los  dirigentes










22.-

sindicales,  para ver si interpretaban fielmente el acuerdo.
Hizo  presente  que,  en  esa
ocasión, los trabajadores manifestaron su conformidad, pero exteriorizaron su preocupación porque consideraron que el 75% del líquido producía en la práctica indemnizaciones compensatorias de diferente monto. Ello, por la razón evidente de que están sujetos a distintos regímenes previsionales, mientras las cotizaciones en el nuevo sistema de pensiones son el 20% y fracción de la remuneración imponible, en el régimen del Servicio de Seguro Social son del 25% y fracción, y en el de la Caja de Previsión de Empleado» Particulares, del 28% y fracción, lo que explica que estos últimos tengan una remuneración líquida más baja. Lo que les ofreció el negociador fue el 75% de ese monto líquido, o, en otras palabras, se les aseguró tres semanas de las cuatro de remuneración que perciben en actividad.
Otra   de   las   inquietudes
surgidas entre los trabajadores se relacionaba con la fecha fijada para acogerse a los beneficios de la ley. En ese sentido, plantearon la posibilidad de que, en vez de ser el 30 de noviembre de este año, fuera el 31 de diciembre, lo que permitiría solucionar el caso de quienes cumplieran los 18 años de servicio este último mes.
En     su     calidad     de
Subsecretario,  informó  a  la  Comisión  el  Gobierno sostiene en forma invariable que no estima procedente










 23.-reabrir la negociación sobre estos temas, que fueron latamente discutidos y sobre los cuales se alcanzó un acuerdo, porque en definitiva significaría afectar gravemente la política de acuerdos sociales impulsada por el Ejecutivo.
La   Comisión   tomó    nota,
asimismo, de los planteamientos de los dirigentes sindicales del carbón, quienes aseguraron que habían suscrito de buena fe el acuerdo y que estaban conscientes de las estipulaciones allí contenidas, pero estimaban que el espíritu de la negociación no queda suficientemente recogido en el proyecto de ley en estudio.
Hicieron     presente,     al
respecto, que al plantearse el cambio de la base del cálculo de la indemnización, se examinó solamente el caso de los trabajadores afiliados a AFP, lo que no les permitió advertir sus consecuencias respecto de los afiliados a otros regímenes previsionales.
Solicitaron que se permitiera
retirarse hasta 6 meses después de la fecha contemplada en el proyecto, apuntando que en mayo de 1993 habrían 70 trabajadores más que podrían acogerse a la indemnización compensatoria, por cumplir en el intertanto los 18 años de faenas subterráneas.





      24.-Entre  otras  consideraciones,
advirtieron también la necesidad de introducir cambios al mecanismo del bono de reconocimiento -a que se refiere otro proyecto de ley, en estudio en la H. Cámara de Diputados-, ya que el trabajador que perciba la indemnización compensatoria cotizaría en el sistema de AFP sólo el 60% del monto que enteraba mientras estaba en actividad, con los efectos del caso.
El  señor  Presidente  de  la
Agencia de Reestructuración Sectorial de la Zona del Carbón y Presidente de la Empresa Nacional del Carbón, don Italo Zunino Muratori, recordó que la historia del carbón en nuestro país, desde que comenzó a ser explotado en 1856, registra períodos en que ha estado en manos privadas y otros en el sector público, y una serie de subvenciones que el Estado le ha otorgado. Los resultados de los últimos 20 años arrojaron pérdidas para Enacar, salvo en 1979 y 1986, en que se registraron utilidades contables, en la primera ocasión debido a una importante subvención estatal que revirtió un resultado negativo, y en la segunda oportunidad a causa de la compra de pagarés de deuda externa, que originaron el 21% de las ganancias.
Dio a conocer que una Comisión
de trabajo formada al interior de Enacar e integrada con representantes de la empresa y de los trabajadores, concluyó que, para racionalizar la empresa y hacerla autosustentable, era necesario reducir fuertemente su










 25.-dotación. Se llegó a un acuerdo para que los trabajadores que se retiren reciban una buena indemnización, de 1.7 meses por año trabajado, y, desde la fecha de ese convenio, que fue el 26 de junio recién pasado, se han retirado 814 trabajadores. Con el mismo sentido social, bajo la supervisión de la Agencia, Enacar está dando asesoría a los trabajadores que deseen crear pequeñas empresas de transportes, de pesca o relacionadas con otras actividades, y se mantienen estrechos vínculos con el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo y el Fondo de Solidaridad e Inversión Social, para brindar programas de capacitación, con vistas a la contratación de ese personal por determinadas empresas.
Expuso  que  la  Agencia  de
Reestructuración Sectorial comenzó a funcionar el 12 de junio de 1992, y en ella trabajan el Director Ejecutivo, don Carlos Cruz, y otros dos funcionarios. Su creación responde a la decisión del Gobierno de enfrentar en forma seria y directa la profunda crisis estructural del carbón en la VIII Región, y el propósito fundamental que tiene es cambiar el eje productivo de la zona, porque el problema, más que de los trabajadores del carbón, es de sus hijos, como lo demuestra el hecho de que los niveles de cesantía están entre los más altos del país -entre un 18% a un 26%, de acuerdo a la localidad-, lo que contrasta con los demás sectores de la misma región y con el porcentaje de crecimiento que ésta, en su conjunto, ha experimentado.
Con vistas a ese propósito, se
quiere abordar al menos cinco proyectos que son fundamentales: la construcción del puerto pesquero artesanal de Lebu, de obras de regadío que incorporarían 5.000 hectáreas a la producción, de obras










 26.-de infraestructura vial entre Coronel y Carampangue y desde esta ciudad hasta Santa Juana, del Puerto de Coronel -que requiere la modificación de su plano regulador-, y el saneamiento de títulos de dominio de tierras forestales.
Se ha buscado asesoría para
crear empresas productivas, para lo que se ha elegido a la Fundación Chile -que en los próximos 15 días entregará un programa- y a Cidere Bío-Bío. También es necesario dar un vuelco muy fuerte en materia de educación, toda vez que sólo hay dos escuelas industriales y el resto son liceos científico humanista, parte de los cuales debería ser transformado en liceos técnico-profesionales.
Durante la discusión general,
la Comisión Nacional de Energía proporcionó diversos antecedentes sobre el desarrollo del proceso de reconversión laboral, sobre los proyectos de mediano y largo plazo, así como los programas de corta duración que está previsto efectuar, y respecto de los subsidios otorgados a las empresas carboníferas hasta el mes de julio recién pasado.
En relación al primer aspecto,
informó que 200 trabajadores están postulando a través del fondo de reconversión, para la compra de herramientas y maquinarias para proyectos propios; 57 están en condiciones de acogerse a la indemnización









     27.-compensatoria; 50 se encuentran en capacitación pesquera; 32 se capacitan en Bosques Arauco, con el compromiso de su posterior contratación; 30 se capacitan para incorporarse a empresas contratistas de Forestal Mininco; 23 están contratados por la Corporación Nacional Forestal; 20 se capacitan como soldadores; la misma cantidad en mantención de motores diesel; y otras cifras menores corresponden a ex mineros recontratados hasta que cumplan los requisitos para acogerse a la indemnización compensatoria, capacitados por un hotel penquista, contratados por empresas subcontratistas de Petrox, y contratados por una empresa de seguridad de Santiago.
En resumen,  se ha ayudado a
451 personas a solucionar su problema de cesantía, y existen 318 cupos disponibles, correspondientes a trabajadores que encontraron empleo en forma independiente, con mejores rentas o en condiciones de trabajo que no los obliga a alejarse del hogar por más de una semana, como es el caso de las empresas forestales. 
Respecto  de  las  iniciativas
que es posible desarrollar para generar empleos en la zona del carbón y crear nuevas oportunidades de desarrollo productivo, se han identificado dos grupos: aquellas que pueden ser ejecutadas inmediatamente y que sólo requieren una reasignación de recursos al interior de los presupuestos de los Ministerios responsables y las que corresponden a proyectos de un período más largo de gestación, pero que necesitan el inicio inmediato de los estudios que permitan su ejecución en un plazo cercano.
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                        Entre los proyectos de mediano y largo plazo, que requieren mayor maduración, pero cuyos estudios de prefactibilidad deberían iniciarse en breve plazo, se cuentan los siguientes:
 a)        Sector    forestal:
silvicultura y extracción, industria forestal y servicios forestales. Un estudio de pre-factibilidad demuestra que sería posible crear una cantidad importante de empleos (alrededor de 1.000 en un período de cinco años) basados en actividades forestales pioneras, localizadas sobre todo en la Provincia de Arauco.
b)  Ferrocarriles del Estado:
Construcción Tramo Los Alamos-Curanilahue. Este proyecto tiene un costo aproximado de USS 30 millones y podría ejecutarse con participación privada. En una primera etapa se podría reparar el tramo Curanilahue-San Vicente con el fin de absorber mano de obra de la zona. Este proyecto se complementa con el traslado de la estación de Curanilahue, cuyo costo es de aproximadamente US$ 400.000.
c)  Cultivo de champiñones en
minas de carbón, con apoyo holandés, que, en período de plena producción, podría generar hasta 1.000 empleos.
Por  otro  lado,  entre  las
iniciativas  de  ejecución  inmediata  se  cuentan  las siguientes:








          29.-

a)     Mantenimiento  de   la
infraestructura de Ferrocarriles (incluida la habilitación para línea suburbana). Este programa se puede poner en marcha generando unos 350 empleos de dos o tres meses de duración y unos 100 empleos permanentes si se habilita el tren suburbano. El costo estimado de este programa es de $ 600 millones.
b)    Mejoramiento  urbano  y
equipamiento comunal, por un monto estimado de $ 277.812.000, que generaría un empleo aproximado de 1.000 puestos de trabajo temporal (dos a tres meses). En el caso del Fondo Nacional de Desarrollo Regional existen unos 18 proyectos ya priorizados que podrían ejecutarse en 1992 y por un monto aproximado de $ 900 millones. El empleo generado es de alrededor de 1.000 empleos temporales, y
c)   Conservación habitual de
obras viales. Existen unos 12 proyectos por un monto de $ 67.300.000 y con una generación de empleo temporal (entre dos y tres meses según el proyecto) para unas 650 personas.
Por último, en lo que respecta
a los subsidios compensatorios otorgados hasta el momento, ellos constan en el siguiente cuadro estadístico:
LEY 19.129

30.-
SUBSIDIOS OTORGADOS En Miles de $
	Empresa
	Mar'92
	Abr'92
	May'92
	Jun'92
	Jul'92
	Total

	E nácar
	
	43.138
	122.301
	224 404
	122.271
	617.114

	Scrwagar
	101.139
	120,762
	16.142
	31,143
	20.403
	289 589

	Carvile
	
	14.651
	16.426
	16.305
	15.336
	62,689

	Carbosur
	9.201
	19.243
	17.575
	25 641
	21,072
	102.732

	Tronga:
	14.1 14
	12.708
	14.225
	986
	
	42.033

	Brant
	1,150
	1.525
	1,336
	1.841
	2.024
	7.676

	
	
	
	
	12.719
	13,329
	26048

	Total
	35.604
	317 027
	188.005
	312.840
	194.405
	1 .147. 881


Los   diversos   antecedentes
contenidos en las exposiciones efectuadas ante la Comisión y la documentación acompañada motivaron un intenso debate y la formulación de numerosas consultas a los señores representantes del Ejecutivo, cuyos planteamientos se sintetizan a continuación.
El  señor Ministro  Presidente
de la Comisión Nacional de Energía, respondiendo a las inquietudes suscitadas en orden a que el proyecto sea sólo un paliativo al problema del carbón y al énfasis que se ha puesto en la imagen de la Agencia de Reestructuración Sectorial, contestó que, efectivamente, esta iniciativa legal, por sí misma, no resuelve el problema pero, sin ella, las otras medidas de fondo serían de muy difícil aplicación.
Explicó que los problemas del
carbón se arrastran por décadas y su solución total seguramente demandará un lapso superior a los tres años de vigencia de la ley.  Lo que siempre ha dicho, y cree










31.-

que es un punto ya asumido por el país, es que la solución definitiva es el proceso de reconversión, el cual, además de ser complejo y largo, es inédito. En la ley se identifican instrumentos que están dando la oportunidad de cambiar el énfasis del problema, porque hasta hace un año y medio se buscaba la forma de hacer sustentables las minas de carbón, inyectándoles recursos ajenos a la propia racionalidad de funcionamiento, y hoy el eje de la discusión está centrado en la manera de conseguir que el proceso de reconversión sea satisfactorio. La respuesta va a depender de muchos factores, pero, en gran parte, de que los interlocutores fundamentales, que son las empresas privadas, crean en este proceso y comiencen invertir en la zona.
Este    es     un    aspecto
absolutamente clave: que la gente crea en la reconversión, y converja la inversión pública y privada en una tarea compartida. De ahí el sentido de proyectar la imagen de la Agencia de Reestructuración Sectorial. Esta constituye un organismo pequeño y transitorio. Nunca se ha planteado como una CORFO Regional, ni como una entidad con muchas funciones y recursos, sino como un lugar de encuentro de distintas iniciativas -de los trabajadores, -e las empresas, de los municipios- destinadas a detectar los problemas y a desbloquear aquellos que no se resolverían o sólo lo serían en plazos inapropiados para la gravedad de la crisis.
En una primera fase, ha tenido
que hacerse cargo de problemas sociales, pero su papel fundamental no es trasladar trabajadores del carbón a otros sectores, sino cambiar el rostro de la zona. Es la región, en su conjunto, la que tiene que prosperar,
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y en la medida que lo haga los trabajadores del carbón y sus hijos van a encontrar un escenario mejor para desarrollar sus proyectos de vida.
Consultado por la posibilidad
de enfrentar la crisis del carbón en forma diferente como mediante cuotas de compra del mineral por empresas estatales, el incentivo a la producción termoeléctrica u otras soluciones similares, respondió que se descartó tales opciones porque, a nivel de las propias empresas carboníferas, mediatizan la necesidad de hacer un esfuerzo profundo para identificar y resolver los problemas que impiden que los costos de producción se aproximen lo más posible al que debe existir en un mercado competitivo.
A su juicio, serían decisiones
dañinas para la racionalidad al interior de las propias empresas del Estado, y también para la economía del país, al perturbar el funcionamiento de otros sectores. Resultaría aún más grave implantarlas respecto del sector eléctrico, que se basa en un sistema marginalista de tarifas, en que las opciones de operación del sistema siempre deben estar dadas por una visión del menor costo para el país. Modificar este criterio y elevar por la vía administrativa el consumo de carbón, tiene una consecuencia práctica, cual es el aumento de las tarifas. En general, la generación termoeléctrica tiene un costo sustancialmente mayor que la generación hidroeléctrica, ya que las centrales deben estar funcionando permanentemente. A vía ejemplar, para aumentar el consumo de carbón en 423.000 toneladas anuales, las tarifas eléctricas deberían aumentar en 20%, lo que resulta drástico para muchos hogares del país y para la economía en su conjunto.  Y,










 33.-en todo caso, esa transferencia de costos no implica que se resuelva el problema global.
Requerida su opinión acerca de los
planteamientos formulados por los trabajadores ante la Comisión, subrayó que tales materias han sido latamente evaluadas tanto en sus costos como en su repercusión, significan beneficios adicionales a los existentes, e importaría al cabo de 17 años, en valor presente, un mayor costo de US$ 5 millones, sólo por concepto del aumento de plazo. Además, fueron objeto de un acuerdo ya suscrito, cuestión que para el Gobierno es absolutamente central. Consideró que el camino que el país ha seguido, en orden a resolver de consenso los grandes problemas, es un sistema que hay que defender, y la manera de hacerlo es respetando dichos acuerdos.
El  señor  Presidente  de  la
Agencia de Reestructuración Sectorial acotó que el acuerdo refleja fielmente el espíritu de las negociaciones, lo que ha quedado demostrado por el hecho de que los sindicatos que no lo firmaron en su oportunidad, adhirieron al mismo el día 31 de agosto recién pasado.
Interrogado    dicho    señor
Presidente de la Agencia acerca de las posibilidades máximas de explotación racional de los yacimientos, hizo notar que en la zona hay muchas fallas geológicas, sobre las cuales Enacar no tiene estudios practicados. Pero sí se sabe que en el mundo entero la minería subterránea del carbón no tiene futuro, porque las minas en superficie son de mucho más fácil producción. Schwager tiene mantos productivos de 60 o 70 centímetros, en Enacar hay mantos de 60 y 80 centímetros, y los máximos superan escasamente los dos









     34.-metros, mientras que en el resto del mundo (Colombia, Venezuela,  Indonesia,  Australia  y  otros  países) alcanzan  hasta  70  metros,  y  se  están  obteniendo producciones de carbón a un costo de US$ 5 la tonelada. Eso, frente a nuestras posibilidades de bajar más de 600 metros bajo el nivel del mar e introducirse en profundidad sobre los 12 kilómetros.  Sostuvo que, en los  países  que buscan  su desarrollo,  hay  algunas actividades que crecen y otras que disminuyen, y esto debe saberse, y enfocarse el problema desde un punto de vista solidario, observando a los hombres involucrados. Por eso la reconversión es lo más importante, ya que no solamente va a ocurrir en el carbón, sino que es muy posible que suceda en otros rubros, y, en ese sentido, parte  importante de  la  labor de  la Agencia  está orientada  a  abrir  las  posibilidades  de  trabajo permanente a la gente que quedará sin su fuente de empleo.
El señor Director Ejecutivo de
la Agencia, don Carlos Cruz, en relación con el presupuesto de ésta, informó que se le asignaron $ 29 millones para gastos de personal -lo que contempla solamente la contratación de profesionales y de una secretaria, puesto que el resto del personal de apoyo es proporcionado por la Dirección Regional de la CORFO, para el período de seis meses, comprendido desde el 12 de junio de 1992 hasta el 31 de diciembre de este año. Tiene, además, un presupuesto para promover iniciativas facilitadoras de inversión de $ 41,7 millones. El presupuesto total, entonces, para este año, supera levemente los $ 70 millones, del cual buena parte se ha ocupado en la etapa de puesta en marcha.
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Entre las variadas opiniones
expuestas por los HH. señores Senadores asistentes, algunos de ellos plantearon la conveniencia de que el Ejecutivo estudie una política de incentivos tributarios para la instalación de empresas productivas, como una manera de atraer inversión a la zona, que sería útil explorar.
Puesto el proyecto en votación general, resultó aprobado por unanimidad.
DISCUSIÓN PARTICULAR
Artículo 1o.-
Introduce  diversas  modifica​ciones a la ley N° 19.129.
En  su  N°  1,  modifica
el
artículo 3o, precisando que el pago del subsidio
se
hará en su equivalente en moneda nacional, según
el
tipo de cambio acuerdo promedio del mes precedente
al
del pago efectivo.
En  el  N°  2,  enmienda  el
artículo 4o, a fin de establecer que las empresas con derecho al subsidio deben presentar los documentos respectivos a la Comisión Nacional de Energía, la que requerirá el pago al Servicio de Tesorerías. Dicho pago deberá efectuarse dentro de los cinco días hábiles siguientes.
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Mediante el N° 3, se sustituye
la letra b) del artículo 6o, cambiando la certificación del Servicio Nacional de Geología y Minería de que la empresa minera tiene permiso vigente para operar, por otra, relativa a que la faena minera tiene un nivel de seguridad acorde con las exigencias del Reglamento de Seguridad Minera.
Por el N°  4,  se agrega  al
artículo 8o un inciso final, que permite a la Comisión Nacional de Energía aumentar las cuotas subsidiables a las empresas productivas que lo soliciten.
En  virtud  del  N°  5,  se
modifica el artículo 9o, permitiendo que puedan optar a los programas de reconversión laboral los pirquineros del carbón que se desempeñaban como tales al 10 de septiembre de 1991, y sustituye el concepto de pirquinero del carbón para los efectos de esta ley.
En el N° 6, introduce cambios
al artículo 10, en lo sustancial, con el objeto de señalar el ingreso mínimo que debe considerarse para los efectos del programa de reconversión laboral, y de aclarar que los decretos y resoluciones del Servicio de Capacitación y Empleo que menciona la disposición, sólo estarán sujetos al trámite de toma de razón por la Contraloría General de la República cuando corresponda.
Mediante el N°  7,  agrega un
artículo 10 bis, que permite renovar el programa de reconversión laboral por una segunda etapa, en lo que respecta a los gastos de traslado, entrenamiento e implementos y herramientas de trabajo.
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En el N° 8, efectúa enmiendas
al artículo 11, relativo a la indemnización compensatoria, las que, fundamentalmente, cambian su monto y base de cálculo; consideran el caso de los trabajadores que hayan hecho uso de licencia médica, así como el de quienes no hicieron uso de ella o no percibieron remuneración, y establecen como monto mínimo de ella el equivalente a la pensión mínima de vejez, deducida la cotización legal para salud.
Por  el  N°  9,  modifica  el
artículo 12, con el objeto de precisar que la indemnización compensatoria expira también por el cumplimiento de los requisitos para obtener pensión de antigüedad, y de establecer que debe adicionarse a dicha indemnización las sumas necesarias para financiar las cotizaciones de salud, y, además, de pensiones e invalidez, en el caso de los afiliados a una AFP.
En virtud del N° 10, enmienda
el artículo 13 en varios aspectos, relacionados con el cálculo de la pensión de vejez, antigüedad o invalidez a que se acojan en su oportunidad los beneficiarios de la indemnización compensatoria.
En  el  N°  11,  cambia  la
referencia del inciso tercero del artículo 14 a la liquidación -de las provisiones para pago de las indemnizaciones a los trabajadores- a la fecha de pérdida del subsidio compensatorio, por otra, a la fecha de término de vigencia de la ley.
Mediante el N° 12, se modifica
el inciso segundo del artículo 16, detallando la incidencia en la indemnización compensatoria de los










 38.-diferentes casos en que puede encontrarse un pensionado por invalidez.
El N°  13 agrega un artículo
transitorio, en que se permite acceder a la indemnización compensatoria a los trabajadores cuyo contrato termine entre el 10 de septiembre de 1991 y el 30 de noviembre de 1992, y que tengan a lo menos 18 años de trabajos pesados en actividades mineras subterráneas, y se regula la eventualidad de que se hayan acogido a la reconversión laboral.
El artículo 1°,
que se acaba
de  reseñar,  fue  objeto  de  diversas
indicaciones
formuladas por los HH. Senadores señores
Arturo Freí y
Mariano Ruiz-Esquide.
La primera de ellas proponía
sustituir el inciso cuarto del artículo 9o de la ley por el siguiente: "Para los efectos de esta ley, se entenderá por pirquineros del carbón a las personas que se dediquen en forma artesanal a la extracción o recuperación del carbón y se inscriban en el registro que, al efecto abrirá, durante los sesenta días siguientes a la publicación de la presente ley, el Servicio Nacional de Geología y Minería, previa acreditación de tales calidades mediante los documentos que dicho servicio les requiera".
La segunda planteaba agregar
al final del inciso primero del artículo 11 de ley, después del punto final que pasa a ser punto seguido, la siguiente frase: "deducciones que, en ningún caso, podrán ser superiores a un 20%, siendo la diferencia, si la hubiere, de cargo fiscal".
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La tercera sugería reemplazar
en el artículo transitorio que se añade, la expresión "y el 30 de noviembre de 1992" por la frase: "y hasta seis meses a contar de la publicación de esta ley".
La     cuarta     recomendaba
sustituir, en el mismo artículo transitorio, la oración: "antes del 1o de enero de 1993" por la expresión "dentro de seis meses contados desde la publicación de esta ley".
La última de las indicaciones
era para agregar un artículo transitorio, nuevo, del siguiente tenor: "Las indemnizaciones que las empresas de la industria del carbón paguen a sus trabajadores, con motivo del término de funciones de éstos, cualquiera sea su naturaleza, no estarán afectas a impuesto a la renta".
Todas  las  indicaciones
fueron declaradas inadmisibles por el señor Presidente de la Comisión, en razón de incidir en materias de exclusiva iniciativa presidencial.
A petición de la H. Senadora
señora Feliú, se acordó dividir la votación respecto del número 2 del artículo 1o. La mencionada H. Senadora manifestó su discrepancia con las disposiciones allí contenidas, porque es el Servicio de Tesorerías el que tiene la responsabilidad de verificar documentalmente la procedencia del pago y, una vez efectuada esa evaluación, realizarlo. Además, estimó inadecuado que la actuación de un servicio público en beneficio de un interesado no sea requerida por éste, sino que por otro organismo de la Administración del Estado.
                      40.-

- Puesto
en  votación  el
número 2 del articulo 1o,  resultó
aprobado con los
votos a favor de los HH. Senadores
señores Calderón,
Hormazábal y Palza, y el voto en
contra de la H.
Senadora señora Feliú.
- Sometido a votación el resto
del artículo, quedó aprobado por la unanimidad de los HH. Senadores asistentes, señora Feliú y señores Calderón, Hormazábal y Palza.
Dejó  constancia  la  Comisión
que la modificación contenida en el artículo 1o, N° 6, letra c), es únicamente aclaratoria del texto original, en el sentido de que los decretos o resoluciones a que se refiere ese precepto pueden estar afectos al trámite de toma de razón o exentos del mismo, ya que se limita a remitirse a las normas generales sobre la materia.
Artículo 2o.-
Concede efecto  retroactivo a
contar de la entrada en vigencia de la ley N° 19.129, a algunas de las modificaciones que le introduce este proyecto.
- Quedó   aprobado   por   la
unanimidad de los referidos señores miembros presentes de la Comisión.
Artículo 3o .-
Contempla el financiamiento de
los gastos que conlleva la aprobación de esta iniciativa, durante el año 1992.
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- Fue aprobado en forma
unánime por los miembros presentes.
Artículo 4°.-
Faculta a S.E. el Presidente
de la República para coordinar, refundir y sistematizar el texto de la ley N° 19.129.
Se aprobó por unanimidad de los miembros presentes.
Concluido  el  despacho  del
proyecto, la Comisión acordó, con la sola abstención de la H. Senadora señora Feliú, oficiar al señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, a fin de expresarle su pensamiento en orden a considerar extraordinariamente positiva la forma en que el Ejecutivo está abordando la reestructuración productiva en la VIII Región y, en ese contexto, hacerle llegar copia de las indicaciones presentadas por los HH. Senadores señores Frei Bolívar y Ruiz-Esquide, con el objeto de que, en caso de que se compartan las inquietudes que desean satisfacer, se considere la posibilidad de incluirlas en esta iniciativa.
En  mérito  a  lo  expuesto
precedentemente, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social os recomienda que aprobéis el proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados en los mismos
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términos en que viene propuesto, que son del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

"Artículo  1´º.-  Introdúcense   las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.129:

1.
Agrégase,  en  el  artículo  3º,

después de  la palabra  "precedente", suprimiéndose  el punto final (.), la frase: "al del pago efectivo.".

2.
Modifícase el artículo 4º, de la
forma siguiente:

a)
Reemplázase,   en  el   inciso

primero la  expresión "el  Servicio de Tesorerías"  por "la Comisión Nacional de Energía".

b)
Sustituyese  el inciso  tercero,
por el siguiente:

"Dentro de los diez días siguientes

a la presentación de los documentos señalados en el inciso anterior, la Comisión Nacional de Energía, si procediere, requerirá al Servicio de Tesorerías que haga efectivo el pago del subsidio por el monto calculado por aquélla de acuerdo con las normas de esta ley y su reglamento.".

c)
Agrégase  el  siguiente  inciso
final:

"El Servicio  de Tesorerías  deberá

hacer efectivo el pago del subsidio dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que reciba el requerimiento a que se refiere el inciso anterior.".

3.
Sustituyese  la  letra  b)  del
artículo 6º, por la siguiente:

"b)   Acreditar  con  certificado

emitido por el Servicio Nacional de Geología y Minería, que la faena minera de que se trata tiene un nivel de seguridad acorde con las exigencias contenidas en el Reglamento de Seguridad Minera.".

4.
Agrégase, como inciso final  del
artículo 8º, el siguiente:
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"Sin perjuicio  de lo dispuesto  en

los incisos anteriores, la Comisión Nacional de Energía podrá aumentar las cuotas subsidiables a las empresas productoras que lo soliciten, considerando las ventas que hayan efectuado a empresas intermediarias, que sean beneficiarias del subsidio, durante los años 1987 a 1990, siempre que estas últimas no las hayan incluido como compras en los Programas Anuales de Ventas y Compras presentados ante la Comisión para impetrar sus propios subsidios, o si lo han hecho, acepten que les sean deducidos para esos efectos.".

5.
Introdúcense   las   siguientes
modificaciones al artículo 9º:

a) Sustituyese en el inciso tercero
la frase "1º de diciembre" por "10 de septiembre".

b) Reemplázase  el  inciso  cuarto,
por el siguiente:

"Para los efectos  de esta ley,  se

entenderá por pirquineros del carbón, a las personas que se dediquen en forma artesanal a la extracción o recuperación de carbón y se inscriban antes del 1º de octubre de 1992, en el Registro que, al efecto, abrirá el Servicio Nacional de Geología y Minería, previa acreditación de tales calidades mediante los documentos que dicho Servicio les requiera.".

6.
Modificase el artículo 10 de  la
siguiente forma:

a)
Intercálase como inciso sexto el

siguiente, pasando los actuales incisos sexto y séptimo a ser incisos séptimo y octavo, respectivamente:

"Para los efectos de este artículo,

deberá utilizarse el monto mensual del ingreso mínimo que rija para fines remuneracionales de los trabajadores mayores de 18 años de edad, vigente a la fecha de inicio del programa de reconversión laboral o de su extensión, según corresponda.".

b)
Reemplázase en el actual  inciso

sexto, que pasa a ser séptimo,  la frase "los  incisos tercero, cuarto y quinto del" por la palabra "el".

c)
Sustituyese  en el inciso  final

del artículo  10  la palabra  "correspondiente" por  la expresión "cuando corresponda".

7.
Intercálase   el   siguiente
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artículo, nuevo, a continuación del 10:

"Artículo 10 bis.- No obstante, el

programa de reconversión laboral, podrá renovarse por una segunda etapa en lo que respecta a los gastos de traslado, entrenamiento e implementos y herramientas de trabajo. Tal renovación podrá ser dispuesta por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, a solicitud del interesado, la que deberá ser presentada hasta 30 días después de terminada la primera etapa. El período de extensión de esta segunda etapa no podrá ser superior a seis meses y su costo no podrá exceder de doce ingresos mínimos por cada beneficiario. Asimismo, la utilización de los recursos de cada programa de reconversión laboral en esta segunda etapa, estará regida por las normas pertinentes de los artículos 9o y 10 de la presente ley. En todo caso, los gastos de traslado podrán realizarse por una sola vez.

No obstante,  los trabajadores  que

hubieran accedido a programas de reconversión, y que hubieren concluido a la fecha de vigencia de esta ley, podrán optar a una segunda etapa de estos programas en un plazo de 60 días contados a partir de la vigencia de ella.".

8. Modifícase el artículo 11 en  la forma siguiente:

a) Reemplázanse los incisos primero y segundo, por los siguientes:

"Artículo 11.-Todo  trabajador  que

al 10 de septiembre de 1991 hubiere estado prestando servicios en cualquier empresa carbonífera del país, que no tenga la calidad de pensionado por antigüedad o vejez, cuyo contrato termine por cualquier causa entre el 10 de septiembre de 1991 y la fecha en que expire el subsidio a la actividad carbonífera a que se refiere la presente ley y, adicionalmente, que a la fecha de término de su contrato cuente a lo menos con 25 años de trabajos pesados en actividades mineras subterráneas, definidos como tales en el artículo 38 de la ley Nº 10.383 y su reglamento, aun cuando hubieren sido prestados a distintas entidades empleadoras y hubieren estado afectos a cualquier régimen previsional, tendrá derecho a una indemnización compensatoria especial de carácter mensual y de cargo fiscal. El monto mensual de dicha indemnización será de 75% del promedio de las remuneraciones imponibles líquidas percibidas en los 12 meses calendario anteriores al 10 de septiembre de 1991, debiendo actualizarse previamente cada una de ellas conforme a la variación experimentada por el Indice de Precios al Consumidor entre  el mes en que se










     45.-devengaron y el mes anterior al del término del contrato.  Para  estos  efectos,  se entenderá  como
remuneración imponible líquida la remuneración imponible deducidas las cotizaciones previsionales de cargo del trabajador.
En caso que el trabajador  hubiere
estado en goce de licencia médica durante todo o parte del periodo a considerar en el cálculo señalado en el inciso anterior, para los efectos de determinar el aludido beneficio, deberán considerarse por dichos lapsos las remuneraciones sobre las cuales se efectuaron o debieron efectuarse las respectivas cotizaciones previsionales, actualizadas en los términos señalados, debiendo deducirse previamente estas últimas.".
b)   Intercálanse,   como   incisos
tercero, cuarto y quinto, nuevos, los siguientes, pasando el actual inciso tercero, a ser sexto:
"En el evento que durante parte del
período de cálculo citado, el trabajador no hubiere percibido remuneración o no hubiere hecho uso de licencia médica, para los efectos de determinar el promedio a que alude el inciso primero de este artículo, sólo se considerará el número de meses en que efectivamente tuvo derecho a remuneración y/o licencia médica.
Para los efectos de lo dispuesto en
los incisos anteriores se considerará el incremento a que se refiere el artículo 2º del decreto ley Nº 3.501, de 1980.
En  todo  caso,  el  monto  de   la
indemnización compensatoria determinada en conformidad a este artículo no podrá ser inferior al equivalente al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº 15.386, deducida la cotización legal para salud.".
9.  Introdúcense   las   siguientes modificaciones al artículo 12:
a)
Intercálase,   en  el   inciso
primero, entre las  expresiones "vejez" e  "invalidez", entre comas, la palabra "antigüedad".
b)
Sustitúyense los incisos tercero
y cuarto, por los siguientes:
"Sobre  el   monto   de   estas prestaciones, los beneficiarios  deberán cotizar el  7%










 46.-para salud. Los beneficiarios afiliados al sistema de pensiones del decreto ley N3 3.500, de 1980, deberán efectuar, además, las cotizaciones a que se refiere el artículo 17 del citado decreto ley.
Para los efectos de lo dispuesto en
el inciso anterior, la entidad pagadora deberá adicionar a la indemnización compensatoria las sumas necesarias para financiar las cotizaciones mencionadas y enterarlas en las entidades que corresponda.".
10. Modifícase el artículo 13 en la forma siguiente:
a)
Reemplázase  el inciso  primero,
por el siguiente:
"Artículo 13.- La pensión de vejez,
antigüedad o invalidez que en su oportunidad correspondiere a los beneficiarios de la indemnización compensatoria a que se refiere el artículo 11 de la presente ley y que se encontraren afiliados en alguna institución de previsión del antiguo sistema de pensiones, se calculará y liquidará considerando, en la determinación del sueldo o salario base, las normas vigentes y las remuneraciones imponibles computables en la fecha de cesación del respectivo trabajador en la empresa que le dio derecho a dicha indemnización compensatoria.".
b)
Intercálanse   los   siguientes
incisos, nuevos, a continuación del primero, pasando el actual inciso segundo a ser inciso cuarto:
"Para el  cálculo de las  aludidas
pensiones y para efectos del cumplimiento de los requisitos para acceder a ellas, deberá computarse también el tiempo durante el cual el beneficiario haya devengado la indemnización a que se refiere el artículo 11.
El monto de la pensión determinado
conforme a lo dispuesto en los incisos anteriores, se incrementará con los reajustes que se otorguen a las pensiones por aplicación del artículo 14 del decreto ley Nº 2.448, de 1979, entre la fecha de cesación en funciones y aquella en que el beneficiario empiece a devengar la pensión. Este incremento excluye la aplicación de toda otra forma de amplificación del sueldo o salario base de pensión contemplada en las normas que regulan los distintos regímenes previsionales y que se refieran al mismo período recién indicado. Dicho monto, así incrementado, constituirá la pensión inicial del beneficiario.".
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c)
Agrégase  al  final  del  actual inciso segundo del  artículo 13, que pasa a ser  inciso cuarto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración:

                   "Para estos efectos, se considerará

la pensión a que habría tenido derecho el trabajador si hubiera sido inválido absoluto.".

d)
Agrégase  el  siguiente  inciso final:

"En todo caso, los imponentes a que

se refiere este precepto podrán acogerse a pensión conforme a las normas de los regímenes previsionales a que se encuentren afectos, en cuyo caso no será aplicable lo dispuesto en este artículo. En el evento que el imponente no hubiere ejercido dicha opción, podrán invocar el aludido derecho los beneficiarios de las pensiones de sobrevivencia que aquél causare.".

11.
Reemplázase,   en  el   inciso tercero del  artículo 14, la  expresión "o pérdida  del subsidio compensatorio" por "de la ley".

12.
Sustituyese  en  el   inciso

segundo del  artículo  16,  la  oración que  aparece  a continuación del punto seguido (.), por la siguiente:

"A su vez, quienes se encuentren en

goce de pensiones de invalidez de montos inferiores a aquellos que les corresponderían por concepto de indemnización compensatoria, tendrán derecho a este último beneficio por un valor equivalente al que resulte de la aplicación del artículo 11, deducido el monto de la pensión correspondiente al primer mes en que se devengue la aludida indemnización. En los casos en que la respectiva pensión de invalidez se transforme de pensión de invalidez parcial a total o absoluta o viceversa o se extinga, deberá efectuarse un nuevo cálculo de la indemnización compensatoria considerando el nuevo valor de la pensión. En todo caso, las aludidas indemnizaciones se extinguirán el último día del mes en que el beneficiario fallezca o cumpla 60 ó 65 años de edad, según se trate de mujeres u hombres.".

13.
Agrégase,    como   artículo
transitorio, el siguiente:

"Artículo    transitorio.-    Los

trabajadores que al 10 de septiembre de 1991 hubieren estado prestando servicios en cualquier empresa carbonífera del país, que no tengan la calidad de pensionados por  antigüedad o  vejez, cuyo contrato  de
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trabajo termine por cualquier causa, entre el 10 de septiembre de 1991 y el 30 de noviembre de 1992 y, adicionalmente, que a la fecha de término de su contrato cuenten a lo menos con 18 años de trabajos pesados en actividades mineras subterráneas, definidos como tales en el artículo 38 de la ley Nº 10.383 y su reglamento, aun cuando hubieren sido prestados a distintas entidades empleadoras y hubieren estado afectos a cualquier régimen previsional, tendrán derecho a la indemnización establecida en el citado articulo 11, siempre que la soliciten antes del 1º de enero de 1993, quedando afectos a las normas que rigen dicho beneficio.
Los trabajadores  a que se  refiere
el inciso anterior, cuyos contratos de trabajo hubieran terminado por cualquier causa con anterioridad a la vigencia de este artículo y que se hubieran acogido a los beneficios de reconversión laboral señalados en los artículos 9º y 10, podrán solicitar la aludida indemnización compensatoria. Para tal efecto, deberán presentar la respectiva solicitud dentro de 60 días contados desde la vigencia de este artículo, cesando en el goce de los beneficios de reconversión laboral, debiendo restituir los valores correspondientes a estos últimos que determine el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo. Dicha restitución se efectuará mediante descuentos mensuales de la indemnización compensatoria, en cuotas equivalentes al 20% de la misma, que efectuará la entidad pagadora de aquélla, debiendo remitir las sumas descontadas al referido servicio.
No será aplicable lo dispuesto  en
el inciso segundo del artículo 14, respecto de las indemnizaciones compensatorias que se otorguen conforme a este artículo, a aquellos trabajadores que, de mantenerse vigente sus contratos de trabajo, no habrían alcanzado a cumplir 25 años de trabajos pesados en minas subterráneas durante el período de vigencia del subsidio establecido en el artículo 1º.".
Artículo  2º.-  Las  modificaciones
introducidas por los Nºs. 1, 6 letra c), 8, 9 y 10 del artículo 1º de esta ley, regirán a partir de la fecha de vigencia de la ley Nº 19.129.
Artículo 3º.- El mayor gasto
fiscal
que represente la aplicación de esta ley durante
el año
1992,    se   financiará   con   cargo   al
ítem
50-01-03-25-33.104 de la partida presupuestaria
Tesoro
Público.
El gasto que demande durante el año










 49.-1992 la aplicación de lo dispuesto en el número 6 del artículo 1º de esta ley, se imputará al ítem 15-05-01-25-31.002 del presupuesto vigente del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.
Artículo   4º.-   Facúltase   al
Presidente de la República, para que por decreto supremo del Ministerio respectivo, fije el texto coordinado, refundido y sistematizado de la ley NS 19.129.".
Acordado     en     sesiones
celebradas los días 12 de agosto y 1o de septiembre de 1992, con la asistencia de los HH. Senadores señores Humberto Palza Corvacho (Presidente), Rolando Calderón Aránguiz, Ricardo Hormazábal Sánchez, Mario Ríos Santander (Olga Feliú Segovia) y William Thayer Arteaga.        
Sala de la Comisión, a 2 de septiembre de 1992.
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